ACCIÓN DE HABEAS CORPUS - Niega / SOLICITUD DE LIBERTAD INMEDIATA POR VENCIMIENTO DE LA PENA CUMPLIDA - No configuración / PROLONGACIÓN INJUSTA DE LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD - No configuración / IMPROCEDENCIA DEL MECANISMO CONSTITUCIONAL ANTE LA EXISTENCIA DE OTROS MEDIOS DE DEFENSA JUDICIAL
[El Despacho deberá] determinar si es procedente o no el recurso constitucional de hábeas corpus formulado, porque, en sentir del solicitante, no se ha definido su situación jurídica en el proceso penal que cursa en su contra y se ha prolongado ilegalmente la privación de su libertad. (…) [Según se observa,] [c] Contrario a lo sostenido por el solicitante, en el proceso penal que se sigue en su contra por “homicidio agravado en concurso con otras conductas” sí le fue definida su situación jurídica a través de la imposición de la medida de aseguramiento privativa de la libertad consistente en la detención preventiva en establecimiento de reclusión, medida adoptada por la Jueza 3ª penal Municipal de Sincelejo con Funciones de Garantías el 4 de abril de 2011. (…) [Ahora bien,] el solicitante no ha hecho uso de los medios ordinarios que prevé el ordenamiento procesal penal para cuestionar la legalidad de esa medida, ni para solicitar la revocación o sustitución de ésta, ni para pedir su libertad por encontrarse dadas las condiciones para ello (artículos 176 y 308 y s.s. de la Ley 906 de 2004), no siendo esta acción constitucional el escenario procedente para tales efectos. (…) [Así las cosas, se tiene que,] no es cierta la afirmación que hace el accionante de no habérsele resuelto su situación jurídica, pues tal y como quedó demostrado, en la actualidad existe decisión de detención legalmente impartida, y es, en principio, ante el funcionario judicial de instancia ante quien se debe formular la correspondiente petición de libertad, sin que se evidencie imposibilidad de acudir a las vías ordinarias que ofrece el proceso penal para formular reclamos relacionados con la libertad provisional por vencimiento de términos. (…) [En consecuencia, se denegará la solicitud de habeas corpus formulada].
FUENTE FORMAL: LEY 906 DE 2004 - ARTÍCULO 176 / LEY 906 DE 2004 - ARTÍCULO 308
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN PRIMERA

Consejero ponente: GUILLERMO VARGAS AYALA
Bogotá, D. C., cuatro (04) de mayo de dos mil quince (2015)

Radicación número: 17001-23-33-000-2015-00161-01(HC)
Actor: CÉSAR CRISPIN RONDÓN MORALES

Demandado: JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE LA DORADA Y OTROS
Se procede a decidir la impugnación formulada contra la providencia del 16 de abril de 2015 proferida por el Magistrado AUGUSTO MORALES VALENCIA del Tribunal Contencioso Administrativo de Caldas, mediante la cual negó la solicitud de Hábeas Corpus formulada por el solicitante de la referencia
. 

I.- ANTECEDENTES

1.1.- La solicitud.

El 14 de abril de 2014
 el señor CÉSAR CRISPIN RONDÓN MORALES, recluido en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario “Doña Juana” de la Dorada (Caldas), invocando la acción constitucional de hábeas corpus, solicita que se le otorgue inmediatamente su libertad por considerar que se ha prolongado ilegalmente la privación de ésta. La anterior solicitud se funda, en síntesis, en los siguientes hechos:

1.1.1. Se encuentra recluido en el mencionado establecimiento penitenciario desde el día 28 de julio de 2010 y carcelario por los delitos de tráfico, porte de armas de fuero y tentativa de hurto, pagando una condena de treinta y dos (32) meses de prisión, que es vigilada por el juzgado 1º de Ejecución de Penas de la Dorada (Expediente número 2-000160-00000-2010-00823), pena que, a su juicio, cumplió desde el dieciséis (16) de mayo de 2012.
1.1.2. Desde el 3 de noviembre de 2011 se adelanta en su contra ante el Juzgado 1º Penal de Sincelejo (Sucre) proceso por tentativa de homicidio agravado, el cual a la fecha no ha culminado con sentencia proferida conforme a los términos legales.

1.1.3. Por los mismos hechos que se investigan en esta actuación fue vinculado el señor JAVIER DE JESÚS HERNANDEZ PATERNINA, quien fue dejado en libertad desde el mes de diciembre de 21012 por vencimiento de términos.

1.1.4. La detención a la que es sometido es, en su sentir, ilegal, en tanto que ha transcurrido mucho tiempo sin que se aclare su situación jurídica dentro de los términos de ley.

1.1.5. Desistió de un preacuerdo celebrado, en razón a que no cumplía con las expectativas mínimas jurídicas establecidas.

1.1.6. Es vulnerado su derecho de igualdad con respecto a su otra causa procesal.

1.2.- El trámite

Atendiendo a lo establecido en el artículo 5º de la Ley 1095 de 2006, el Magistrado que conoció en primera instancia el asunto mediante auto del 15 de abril de 2015 admitió la solicitud de hábeas corpus, y dispuso oficiar al Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la Dorada (Caldas) a los Juzgados 1º y 2º Penales del Circuito de Sincelejo (Sucre), y al Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario “Doña Juna “ de la Dorada (Caldas), con el fin de que remitieran de forma inmediata la información relacionada en la citada providencia
. 

Las citadas autoridades judiciales y administrativas remitieron la información solicitada
.

II.- PROVIDENCIA IMPUGNADA

Luego de referirse a las normas constitucionales y legales relativas a la acción de hábeas corpus y de reseñar las actuaciones surtidas en los procesos penales seguidos contra el señor ROND, denegó el amparo solicitado, al estimar lo siguiente:

(i) Que si bien el accionante adujo en este recurso constitucional una prolongación injusta de la privación de su libertad por considerar que ya había cumplido la pena de 32 meses de prisión impuesta por el Juzgado 2º penal de Circuito de Sincelejo (Sucre), y que no se había resuelto su situación jurídica en relación con el otro proceso penal surtido en su contra en el Juzgado 1º penal del mismo Circuito Judicial, se pudo establecer que, a diferencia de lo argüido por aquél en relación con la actuación judicial adelantada en su contra por los delitos de “HOMICIDIO AGRAVADO EN CONCURSO HOMOGÉNEO SUCESIVO CON HOMICIDIO AGRAVADO EN CONCURSO HETEROGÉNEO SUCESIVO CON FABRICACIÓN, TRÁFICO, PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS, PARTES O MUNICIONES, EN CONCURSO HETEROGÉNEO SUCESIVO CON HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO”, sí se definió su situación jurídica a través de la medida de aseguramiento consistente en la privación de la libertad en establecimiento carcelario, adoptada por la Jueza 3ª Penal Municipal de Sincelejo con Funciones de Garantías desde el 4 de noviembre de 2011, procediéndose con su captura el 13 de febrero del año siguiente.

(ii) Que en situaciones como la presente, según lo precisado por el Consejo de Estado, (a) el Juez Constitucional únicamente está llamado a analizar los aspectos formales o circunstanciales que eventualmente coloquen en entredicho la legítima privación de libertad del implicado, pues es el Juez de Control de Garantías el competente para definir sobre dicho derecho fundamental; y (b) el recurso de hábeas corpus no tiene vocación de prosperidad en los eventos en que se halla de por medio la imposición de una medida de aseguramiento preventiva, pues en tales casos se dan por satisfechos los elementos formales y sustanciales previstos en el marco normativo para ello, afirmación que se refuerza con lo sostenido por la Corte Suprema de Justicia.

(iii) Que de acuerdo con el artículo 307 del Código de procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), la “Detención preventiva en establecimiento de reclusión” es una medida de aseguramiento, y la puede decretar el Juez de Control de Garantías, a petición del Fiscal General De la Nación o su delegado “cuando de los elementos materiales probatorios y evidencia física recogidos y asegurados o de la información obtenidos legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o participe de la conducta delictiva que se investiga” (art. 308 ibídem), y siempre que se satisfaga alguna se las exigencias contempladas en los artículos 308 a 311 de ese mismo estatuto procesal; y que de acuerdo con el artículo 317 ibídem, modificado por la Ley 1453 de 2011 (art. 61), las medidas de aseguramiento de que tratan los artículos previos (entre ellas, la detención preventiva en establecimiento de reclusión) “tendrán vigencia durante toda la actuación”, pudiendo las partes deprecar su revocatoria o sustitución, según las voces del precepto contenido en el artículo 318.

(iv) Que en el caso sub judice, ni lo manifestado por el solicitante de amparo, ni lo expuesto por las autoridades requeridas, dan cuenta de que aquel hubiera formulado alguna petición de revocatoria de la medida de aseguramiento dictada en su contra ante el Juez Competente, y que, por el contrario, se evidencia que dicha decisión a la fecha se encuentra vigente, lo que significa que la situación jurídica del señor RONDÓN MORALES efectivamente se halla definida.

(v) Que se acreditó que el Juzgado 1º Penal del Circuito de Sincelejo ha programado en múltiples oportunidades la realización de la audiencia respectiva para dar lectura al fallo en contra del impugnante, o para definir la manifestación de desistimiento de preacuerdo, pero aquella no se ha podido llevar a cabo por diversas circunstancias no imputables a esa funcionaria; y que dicha diligencia está programada para el próximo 22 de mayo, habiéndose tomado ya las medidas del caso con los Directores de las respectivas penitenciarias para que de forma definitiva se pueda materializar dicho acto procesal. 

(vi) Que si bien se determinó que el accionante en época anterior había formulado una solicitud de hábeas corpus relacionada con actuaciones de las mismas autoridades judiciales aquí cuestionadas, no puede pasarse que según la exequibilidad condicionada del artículo 1º de la Ley 1095 de 2006, es procedente definir el asunto habida cuenta de la necesidad de analizar eventuales hechos posteriores que hubieran legitimado la pretensión de libertad planteada.

(vii) Que al establecerse que la privación de la libertad del señor RONDÓN MORALES se ajusta a los parámetros del artículo 28 Superior, la que fue dispuesta por orden de autoridad competente, debe despacharse desfavorablemente la solicitud de amparo que formula.

III.- IMPUGNACIÓN
Inconforme con la anterior decisión, el señor CÉSAR CRISPIN RONDÓN MORALES la  impugnó con el fin de que sea revocada y, en su lugar, se acceda a lo solicitado, petición ésta que funda en los siguientes argumentos: 

(i) Que el Tribunal al negarle su petición de libertad le da la razón en las conclusiones de su fallo en relación a que sí se encuentra ilegalmente detenido en el penal sin que se le defina su situación jurídica, pero al mismo tiempo señala que debe ser ante el Juez de Control de Garantías donde debe solicitar la libertad por el vencimiento de términos, y que a la funcionaria que debe definir su situación jurídica se le sale de las manos esa decisión ya que la audiencia programada para tal fin se ha tenido que aplazar por razones ajenas a su voluntad. 

(ii) Que queda su presunción de inocencia sin resolver en el tiempo “y peor aún con un tratamiento de condenado”.

(iii) Que aunque es lógico que debo solicitar la libertad ante el Juez de Control de Garantías al interior del proceso, desafortunadamente el Tribunal no se preguntó lo siguiente: “¿si no me llevarón (sic) en tanto tiempo a la audiencia de sentencia, será que me van a llevar a la audiencia de vencimiento de términos”; “¿EL Abogado que me representa es de confianza o de oficio?”; “¿mientras asigna la audiencia de vencimiento de términos no se me sigue vulnerando el derecho de libertad?”; “es más importante el proceso que la vida, honra, y libertad de un ser humano?”, cuestionamientos éstos que es importante responder a la hora de analizar su situación jurídica y su libertad.

IV.- CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

4.1. Competencia.

De acuerdo con las reglas fijadas por el artículo 6 de la ley 1065 de 2006, en adelante Ley Estatutaria del Habeas Corpus o LEHC, este Despacho es competente para resolver la impugnación presentada contra la providencia adoptada el 16 de abril de 2015 por el Doctor AUGUSTO MORALES VALENCIA, Magistrado del Tribunal Administrativo de Caldas a cargo del trámite de este asunto en primera instancia.

4.2. Problema jurídico.

El problema jurídico que plantea este asunto consiste en determinar si es procedente o no el recurso constitucional de hábeas corpus formulado, porque, en sentir del solicitante, no se ha definido su situación jurídica en el proceso penal que cursa en su contra y se ha prolongado ilegalmente la privación de su libertad.

4.3. Análisis del asunto.

Resolver la cuestión anterior presupone realizar una aproximación general al recurso constitucional de hábeas corpus (4.3.1.), para definir luego el carácter excepcional de la protección que ofrece (4.3.2.) y finalizar con una valoración del caso concreto y de los razonamientos del Tribunal a quo (4.3.3.).

4.3.1. El hábeas corpus como instrumento de protección de la libertad individual y su protagonismo en el orden constitucional.
De manera acorde con la preeminencia otorgada por el Constituyente a la libertad personal, erigida en valor constitucional por el Preámbulo y en derecho fundamental por diferentes disposiciones superiores (artículos 16, 18, 19, 24, 26, 27, 28, 32, 37, 38, 39 o 333 de la C.P.), el artículo 30 de la C.P. constitucionalizó la garantía del hábeas corpus. De acuerdo con lo dispuesto por esta previsión “[q]uien estuviere privado de su libertad, y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el Hábeas Corpus, el cual debe resolverse en el término de treinta y seis horas”. 

Con la expresa consagración de este derecho fundamental - acción constitucional se puso fin a una tendencia de nuestro constitucionalismo, según la cual si bien los textos constitucionales contenían disposiciones que garantizaban el derecho a la libertad individual, carecían de mecanismos de rango superior que permitieran a las personas reclamar la protección de las autoridades judiciales frente a situaciones irregulares derivadas de capturas, detenciones, aprehensiones, encarcelamientos o retenciones ilegales o arbitrarias. Su importancia, derivada del hecho de constituir uno de los principales instrumentos de protección de la libertad, se ve reforzada por el hecho de haber sido catalogado por el artículo 85 de la C.P. como derecho fundamental de aplicación inmediata. 

Por otro lado debe resaltarse el hecho que además de por el artículo 30 constitucional, este mecanismo de protección de la libertad ha sido reconocido como derecho fundamental por varios instrumentos internacionales, tales como la Declaración Universal de los Derechos Humanos (artículo 8º)
, el Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos (artículo 9.4)
, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 7.6)
 y la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (artículo XXV)
. 

Por último, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 27.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, disposición recogida por el artículo 4° de la Ley 137 de 1994 (Ley Estatutaria sobre Estados de Excepción) y por el artículo 1º de la Ley 1095 de 2006 (Ley Estatutaria del Hábeas Corpus –en adelante LEHC-), no podrán ser suspendidas las “garantías judiciales indispensables” para la protección de los  derechos que allí se enuncian; dentro de los cuales, por su relación con la libertad, la vida, la integridad personal
 y las garantías de legalidad y no retroactividad de las penas, puede incluirse el hábeas corpus. El párrafo 2 del artículo 1 LEHC reitera expresamente esta garantía y dispone que “[e]l Hábeas Corpus no se suspenderá, aun en los Estados de Excepción”. 

Puede afirmarse, así, en conclusión, que además de una acción de rango constitucional estatuida por el artículo 30 de la C.P., el hábeas corpus es un derecho fundamental de aplicación inmediata (artículo 85 de la C.P.), cuyo reconocimiento goza de pleno sustento en el ámbito del Derecho Internacional (artículo 93) y que no puede suspenderse o restringirse ni siquiera en estados de excepción o anormalidad (artículos 93, 214.2 de la C.P. y artículos 4 de la Ley 137 de 1994 y 1 de la LEHC). 

4.3.2. El carácter excepcional y residual de la protección que brinda el hábeas corpus frente a los mecanismos procesales previstos por la legalidad ordinaria. 
De acuerdo con lo previsto por el artículo 1 de la LEHC  la procedibilidad de este mecanismo se restringe a dos supuestos: (i) cuando alguien es privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, o (ii) cuando la privación decretada por una autoridad se prolonga ilegalmente. Según lo expresado por la Corte Constitucional al momento de realizar el control previo del proyecto de ley estatutaria que a la postre se convertiría en la LEHC
:

“Se trata de hipótesis amplias y genéricas que hacen posible la protección del derecho a la libertad personal frente a una variedad impredecible de hechos. La lectura conjunta de los artículos 28 y 30 de la Carta Política, pone de manifiesto la reserva legal y judicial para autorizar la privación de la libertad de la persona, más aún si se considera que ésta constituye un presupuesto para el ejercicio de otras libertades y derechos. 

Como hipótesis en las cuales la persona es privada de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, se pueden citar los casos en los cuales una autoridad priva de la libertad a una persona en lugar diferente al sitio destinado de manera oficial para la detención de personas, o lo hace sin mandamiento escrito de autoridad judicial competente, o lo realiza sin el cumplimiento de las formalidades previstas en la ley, o por un motivo que no esté definido en ésta. 

También se presenta la hipótesis de que sea la propia autoridad judicial, la que al disponer sobre la privación de la libertad de una persona, lo haga sin las formalidades legales o por un motivo no definido en la ley. 

En cuanto a la prolongación ilegal de la privación de la libertad también pueden considerarse diversas hipótesis, como aquella en la cual se detiene en flagrancia a una persona (C.Po. art. 32) y no se le pone a disposición de la autoridad judicial competente dentro de las 36 horas siguientes; también puede ocurrir que la autoridad pública mantenga privada de la libertad a una persona después de que se ha ordenado legalmente por la autoridad judicial que le sea concedida la libertad. Otra hipótesis puede ser aquella en la cual, las detenciones legales pueden volverse ilegales, como cuando la propia autoridad judicial prolonga la detención por un lapso superior al permitido por la Constitución y la ley, u omite resolver dentro de los términos legales la solicitud de libertad provisional presentada por quien tiene derecho
. 

Con todo, a pesar de tratarse de hipótesis amplias y genéricas, que buscan brindar cobertura a un número plural de actuaciones de las autoridades públicas, es claro, como se desprende de los análisis realizados por la jurisprudencia que se ha ocupado de la materia, que se trata de un mecanismo que debe ser conciliado o compatibilizado con la existencia de los recursos procesales ordinarios. De lo contrario se corre el riesgo de que se desnaturalice o hipertrofie la función que cumple y se termine por hacer del juez constitucional de hábeas corpus una tercera instancia dentro de un proceso penal o, peor aún, un eventual usurpador de las funciones propias del juez natural del proceso. 

Es así como, por ejemplo, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia ha reconocido que “[a] partir del momento en que se impone la medida de aseguramiento, todas las peticiones que se relacionan con la libertad del procesado, deben elevarse al interior del proceso penal, no a través del mecanismo constitucional del hábeas corpus, pues esta acción no está llamada a sustituir el trámite del proceso penal ordinario”
.

Así mismo, ha señalado esa misma Sala que esta acción constitucional n no procede cuando la petición tiene como sustento la privación ilegal de la libertad cuando se ha emitido medida de aseguramiento de detención preventiva u otra decisión con efectos equivalentes, por cuanto en esos casos la privación de la libertad no tiene como soporte la captura sino una providencia judicial, en la cual se encontraron satisfechos los elementos formales y sustanciales exigidos por la ley para ese propósito
.

En este mismo sentido esta Corporación ha afirmado que “la procedibilidad de la acción del hábeas corpus está supeditada a que no exista otro mecanismo de defensa judicial para el restablecimiento del sindicado, es decir, que existan otros recursos procedimentales idóneos”
. Esta postura ha llevado a sostener que se trata de una acción “de carácter excepcional y residual, lo que significa que su ejercicio está condicionado a la inexistencia de otros medios procesales que permitan el restablecimiento de la libertad del detenido. Por tanto, su carácter excepcional y residual exige del juez constitucional el examen orientado a determinar en cada caso concreto si para la obtención de la libertad inmediata, el detenido dispone o no de vías o recursos procedimentales idóneos para la recuperación de su derecho”
. 
En este orden de ideas, en aquellos supuestos en los cuales se invoca la prolongación ilegal de la privación de la libertad, el juez de hábeas corpus deberá verificar (i) si la reclusión a la que se encuentra sometido el accionante cuenta con un fundamento legal o no, (ii) si existen o no vías procesales idóneas para formular ante las autoridades ordinarias competentes la respectiva reclamación y (iii) si la retención resulta contraria a alguna garantía procesal establecida por la Constitución o la Ley. 

4.3.3. El análisis del caso concreto y de los argumentos expuestos por el Tribunal de instancia para denegar la solicitud formulada.

El análisis del caso concreto desde la perspectiva planteada en este fallo nos lleva a la conclusión que la providencia impugnada debe ser confirmada. En efecto, en este caso el amparo solicitado debe ser denegado, por las siguientes razones:

Contrario a lo sostenido por el solicitante, en el proceso penal que se sigue en su contra por HOMICIDIO AGRAVADO EN CONCURSO CON OTRAS CONDUCTAS sí le fue definida su situación jurídica a través de la imposición de la medida de aseguramiento privativa de la libertad consistente en la detención preventiva en establecimiento de reclusión, medida adoptada por la Jueza 3ª penal Municipal de Sincelejo con Funciones de Garantías el 4 de abril de 2011.

En asuntos como éste, como antes se explicó, “[a] partir del momento en que se impone la medida de aseguramiento, todas las peticiones que se relacionan con la libertad del procesado, deben elevarse al interior del proceso penal, no a través del mecanismo constitucional del hábeas corpus, pues esta acción no está llamada a sustituir el trámite del proceso penal ordinario”.

En este caso, según consta en el expediente, el solicitante no ha hecho uso de los medios ordinarios que prevé el ordenamiento procesal penal para cuestionar la legalidad de esa medida, ni para solicitar la revocación o sustitución de ésta, ni para pedir su libertad por encontrarse dadas las condiciones para ello (artículos 176 y 308 y s.s. de la Ley 906 de 2004), no siendo esta acción constitucional el escenario procedente para tales efectos.

Vistas así las cosas, se reitera, no es cierta la afirmación que hace el accionante de no habérsele resuelto su situación jurídica, pues tal y como quedó demostrado, en la actualidad existe decisión de detención legalmente impartida, y es, en principio, ante el funcionario judicial de instancia ante quien se debe formular la correspondiente petición de libertad, sin que se evidencie imposibilidad de acudir a las vías ordinarias que ofrece el proceso penal para formular reclamos relacionados con la libertad provisional por vencimiento de términos.  

Ahora bien, es del caso precisar, conforme a la información suministrada por la Jueza 1º Penal del Circuito de Sincelejo, que en la actuación seguida contra el solicitante se aprobó un preacuerdo en Audiencia celebrada el 6 de junio de 2012, y que por diversas razones ajenas a la voluntad de la funcionaria, referidas entre otras razones a aplazamientos de la defensa y de la Fiscalía, al paro judicial, a motivos de dificultades para el desplazamiento de los procesados y/o de imposibilidad de utilizar las salas virtuales signadas, no se ha podido adelantar la Audiencia siguiente en el trámite procesal, pero que ya fue fijada como fecha para tales efectos el día 22 de mayo de 2015.

En mérito de lo expuesto, el Despacho,

RESUELVE:

CONFIRMAR la providencia impugnada.

Comuníquese esta decisión por el medio más idóneo al actor y a las autoridades demandadas en este asunto.

Notifíquese y cúmplase.

GUILLERMO VARGAS AYALA

Consejero de Estado

� Asunto repartido al Despacho del Consejero Ponente el día 29 de abril de 2015.


� Solicitud radicada en la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia el 14 de abril de 2015. Por auto de esa misma fecha fue remitida al Tribunal Administrativo de Caldas. El asunto se repartió al Magistrado Ponente de esa Corporación el día 15 de abril de 2015.


� Folios 15 a 17.


� Folios 35 a 40, 42 y 43, 45 y 46 y 69 a 72 del expediente.


� Artículo 8.- Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los Tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución o por la Ley. 


� Artículo 9. 4.- Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal


� Artículo 7.6.- Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los estados partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona


� Artículo XXV.  Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas establecidas por leyes preexistentes. // Nadie puede ser detenido por incumplimiento de obligaciones de carácter netamente civil. // Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el juez verifique sin demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación injustificada, o, de lo contrario, a ser puesto en libertad.  Tiene derecho también a un tratamiento humano durante la privación de su libertad.


� La relación directa que existe entre el hábeas corpus y otros derechos fundamentales distintos a la libertad, como el derecho a la vida, la integridad personal y la dignidad humana es resaltada por la Corte Constitucional en la sentencia C-187 de 2006. 


� Proyecto de Ley No. 284 de 2005 del Senado y 229 de 2004 de la Cámara de Representantes. 


� Corte Constitucional, sentencia C-187 de 2006.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto de 25 de enero de 2007, Rad. 26810. También Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, auto de marzo 26 de 2007, Rad. 27.162.


� Habeas Corpus 29712 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 30 de abril de 2008 Magistrada: María del Rosario González de Lemos. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, auto de 18 de diciembre de 2011, Rad. 05001-23-31-000-2011-01938-01.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, auto de 31 de mayo de 2007, Rad. 17001-23-31-000-2007-00124-01. 





